Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 13 minutos) 


-En nombre de la Comisión de Industria y Energía del Senado, doy la bienvenida a los representantes de GASEBA, quienes 
solicitaron ser recibidos por esta Comisión. 


SEÑOR PETRISSANS.- Soy el Gerente de Recursos Humanos de GASEBA. 


Antes de comenzar, deseo pedir disculpas porque hoy no nos acompaña el Gerente General de GASEBA debido a que tuvo que 
viajar a Francia porque operaban del corazón a su padre, pero me pidió que le trasmitiera sus saludos. 


Quiero agradecer la posibilidad que nos dan para conversar sobre un tema que si bien no es nuevo para los señores Senadores, 
queríamos intercambiar opiniones en forma cooperativa. Vamos a manejarnos en tres planos, es decir, sobre tres problemas que 
hoy vivimos, a fin de analizarlos entre todos. Tenemos un primer escenario que corresponde -este no tiene que ser el orden- al 
trabajo sobre los decretos de los cien mil metros cúbicos y los cinco mil metros cúbicos que los señores Senadores ya conocen; 
luego hay un segundo aspecto, que refiere al tema del precio del gas en la Argentina y a la posición del Poder Ejecutivo uruguayo y, 
finalmente, el tercer tema que queremos abordar -que quizás sea el de mayor actualidad- es el relativo al del gas natural 
comprimido (GNC), sobre el cual el Poder Ejecutivo envió un proyecto de ley que pensábamos que ya se ¡ba a encontrar a estudio 
de esta Comisión, pero de acuerdo con lo que se nos ha informado, va a ser considerado en la Comisión de Hacienda. De todos 
modos, nos interesa intercambiar ideas con los señores Senadores aquí presentes y, en ese sentido, adelantamos que estamos 
dispuestos a responder todas las preguntas que se deseen formular. 


SEÑOR BORGES.- En principio quiero decir que me desempeño como Gerente Financiero de GASEBA Uruguay, y en mi calidad 
de tal voy a hacer una exposición, dándole a los temas el orden que ha señalado el señor Petrissans. Asimismo, en algunos puntos 
solicitaré el apoyo del doctor Delpiazzo, que es nuestro asesor legal. 


En primer lugar, voy a referirme a lo que nosotros llamamos el "open access", detallando brevemente sus antecedentes. En 
setiembre de 1997 se dictó un decreto que estableció el acceso directo de los grandes consumidores o cargadores a la adquisición 
del producto en el exterior o a algún comercializador con un nivel de 100.000 metros cúbicos diarios de consumo. Cuatro meses 
después, ese nivel se bajó a 5.000 metros cúbicos. Por su parte, en la Ley de Urgencia del año pasado se incluyó un artículo -el 
63- que estableció este último tope, yendo más allá de lo que había determinado el Poder Ejecutivo en su proyecto, porque agregó 
facultades a dicho Poder -en el propio tratamiento legislativo- para que pudiera bajar el nivel mencionado. Cabe aclarar, además, 
que ese artículo no debería haberse incluido en una Ley de Urgencia; sin embargo así fue que se decidió. 


Más adelante, en un decreto vinculado a las instalaciones internas de los clientes, se reduce la cifra citada estableciendo un límite 
de 1:500.000 metros cúbicos por año, lo cual representa un nivel inferior al de los 5.000 metros cúbicos diarios. 


Por otro lado, queremos situar este tema en lo que tiene que ver con la forma en que se ha manejado el asunto en el mundo. En 
este sentido, debemos preguntarnos si esa forma de tratar el tema ha respondido a una lógica o se basó simplemente en la 
casualidad. El proceso del "open access" es algo que se está aplicando a nivel mundial, no sólo con relación al gas sino en general 
con respecto a la energía, incluyendo la electricidad y los combustibles líquidos. Podemos decir que este proceso se lleva a cabo 
en todos los países una vez que los mercados están maduros y, en lo que respecta al gas, una vez que las redes están 
consolidadas y existe una cobertura total. Esto lo podemos ejemplificar con lo ocurrido en la Argentina, ya que este país comenzó 
su desarrollo en gas en la década del cuarenta, pero recién se empezó a hablar de este tema en los años noventa, es decir, más de 
cincuenta años después. 


Sobre fines de los noventa, casi en 2000, se fija un límite para aquellos consumidores de más de 10.000 metros cúbicos día. 
Recientemente -aunque no sé si esto ya se aplica- se llega a los 5.000 metros cúbicos día. Estamos hablando de un país de una 
amplia cultura de gas y, al mismo tiempo, con una amplia cobertura de redes totalmente desarrolladas. 


Por otro lado, podemos hablar también del caso de Europa. Hace muy poco, a nivel de la Unión Europea se tomaron medidas en 
este aspecto, ya que comenzó a regir una desregulación por una norma dictada en el año 2000, que se aplicó a partir de fines de 
2001 o principios de 2002, la cual fijaba un límite de 25:000.000 de metros cúbicos año -es decir, un equivalente a más de 80.000 
metros cúbicos día- para que el gran consumidor pudiera optar. 


En el Uruguay, cuando se dictaron los primeros decretos no existía el gasoducto y ni siquiera se había comenzado a construir, por 
lo que los decretos se dictaron previamente a que esto comenzara a tomar forma. Indudablemente, la ley del año pasado se dictó 
pensándose que el gas estaría en dos meses, pero después se dio todo el problema de la deformación geométrica del gasoducto, 
que retardó este tema. Lo importante es discernir si esto tiene o no una lógica, porque aquí lo que importa, en definitiva, es quién 
va a hacer la inversión y si ésta va a permitir el acceso al gas a todos los industriales. Es indudable que para una distribuidora este 
tema pone en riesgo su mercado y su posible desarrollo de redes, es decir, si las que tiene planificadas van a ser como son, si se 
van a hacer construcciones en forma sistemática con una cobertura de donde está la industria hoy, que no es donde está el 
mercado residencial y comercial, que es donde normalmente existe una red. Es decir que uno tiene que pensar que esta red o 
estos ramales de alimentación industrial deben cubrir, sobre todo, las zonas que el Plan de Ordenamiento Territorial de la 
Intendencia (POT) y nos permitirá ir pensando que ahí se van a ir ubicando las industrias. 


El problema radica en la seguridad del mercado en un marco que tenemos que saber que está regulado. En otras palabras, el 
hecho de la existencia de un mercado para la distribuidora no significa que ésta pueda cobrar cualquier tarifa, ya que las mismas 
están dadas y topeadas de dos maneras. Una de ellas es por las energías concurrentes, en un país en que el que, sobre todo, 
tenemos otra vez el fuel oil con un subsidio bastante importante. Al mismo tiempo, ello está dado porque las tarifas no pueden estar 


por encima de determinada medida. Además, están las necesidades propias del cliente, que la distribuidora debe satisfacer de 
cualquier manera. 


¿Por qué pasó esto en el mundo? Las cosas ocurrieron de esta forma porque lo que sucede es que después de que está 
construida la red, existe la necesidad de que la distribuidora pueda empezar a tener una competencia donde realmente se 
demuestre la fidelización que se ha logrado de esos clientes. Pero en la etapa anterior, lo que va a existir es que tal vez algunas 
industrias puedan acceder al mercado mientras otras, por no haber tenido una cobertura racional de su espacio, no lo puedan 
hacer. Ese es un punto que debe tenerse precisamente en cuenta en esta situación. Nosotros creemos que este proceso tiene una 
lógica, que es que en todo el mundo primero haya existido el desarrollo industrial para la distribuidora y después se declararan las 
condiciones de competencia. 


Por otra parte, creemos que tiene que haber un trato equitativo e igualitario en el tratamiento de todas las energías. Cuando sucede 
esto, tiene que ser simultáneamente para todos. En este caso se abre para el gas, pero no se ha abierto, de igual manera, para el 
resto. En otras palabras, no se puede comprar fuel oil en el exterior. Nosotros pensamos que esto, a su vez, debe tener reglas 
similares que evolucionen en forma pareja. Digo esto porque estamos en un país que, de alguna manera, por los hechos, tiene una 
simetría, que es un pequeño sector relacionado con el gas que se encuentra en manos de empresas privadas, con un sector de las 
grandes fuentes de energía del país, que están manejadas en el área estatal. Esa asimetría genera todo este tipo de problemas. 
Hay un sector que avanza con desregulaciones muy rápidas antes de que se consoliden las inversiones, mientras hay otro que no 
las mantiene y, a su vez, los precios no dan las indicaciones adecuadas para saber hacia dónde se va a orientar esa inversión. Es 
un tema de gran preocupación. La norma supone una reserva limitada del mercado y con un plazo, lo que permitiría efectuar 
inversiones importantes para hacer llegar el gas a toda la industria. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Sería interesante agregar que en nuestro país todavía no existe un marco jurídico regulatorio de la industria 
del gas. Se han dictado algunos decretos a medida que fueron comenzando a desarrollar su actividad los distintos operadores. Hoy 
tenemos trabajando en el país un conjunto importante de operadores en este sector sin que exista todavía una ley de marco 
regulatorio, como ocurre en otras actividades de las que se pretende abrir a la competencia. Piénsese que existe Gasoducto Cruz 
del Sur, cuyo gasoducto construido opera bajo la modalidad de obra pública, empresa para la cual la explotación de ese gasoducto 
es tan importante como lo es el mecanismo de resarcimiento de la importante inversión realizada. Existe una empresa a la cual el 
Estado le ha concedido la distribución del gas en todos los departamentos del país, excepto Montevideo, que es Conecta; a su vez 
existe GASEBA Sociedad Anónima, cuyo operador técnico es Gaz de France con un contrato de arrendamiento o concesión del 
año 1998, ampliado el año pasado con motivo de la llegada del gas natural. 


Paralelamente es notorio que operan en el país tres empresas vinculadas al gas licuado de propano (GLP) y, además, en este 
momento está planteada la incorporación al país del GNC, es decir, del gas para operar en vehículos automotores. Todos estos 
actores, básicamente, hoy están regidos por sus respectivos contratos con el Estado. Es decir, no hay un marco legal regulatorio de 
toda la actividad. Entonces, es contradictorio que se incorporen legalmente nuevos operadores, como son los grandes 
consumidores con un acotamiento cuantitativo ya prefijado en la norma legal cuando no existe el estatuto de los demás. O sea que 
se queda el estatuto del que no existe y no hay estatuto de los que existen. De manera que se verifica allí una suerte de 
contradicción, cuando la realidad que muestra el Derecho comparado no es sólo la de establecer un marco regulatorio más o 
menos general. En todos los marcos regulatorios en los que existe un importante componente de tecnología siempre el marco 
jurídico, de alguna manera, va detrás de los progresos que la realidad va planteando, pero aquí no sólo no tenemos nada sino que 
se prevé un estatuto protector de un sujeto que todavía no existe, es decir que pueda existir. El alcance de su actividad se 
determina sin contemplar para nada a los actores preexistentes. 


Piénsese, por ejemplo, que el Derecho comparado exhibe instrumentos tales como la opción preferente. Es decir, se puede abrir el 
mercado a una pluralidad de sujetos que voy a definir en función de determinadas características, por ejemplo, los grandes 
consumidores acotados en función de volúmenes u otros criterios que permitan su determinación. Cuando ese gran consumidor 
compre en el exterior le voy a dar al operador preexistente en la zona -GASEBA en Montevideo y Conecta en los departamentos 
del interior- un derecho preferente para que, en condiciones competitivas, realice la inversión necesaria, porque quizás para llegar 
con un caño de distribución -lo digo de manera gráfica- a un gran consumidor, sea posible planificar una inversión que a la vez 
permita atender una zona que hoy no lo está, y hasta puede ser un elemento que catapulte la realización de esa inversión o no; 
pero nada de eso está previsto en nuestro ordenamiento. Entonces, se genera la situación de una nueva figura que, además, no se 
sabe cuál es, porque hasta ahora no existe. Se tiene el privilegio de poder comprar en el exterior y realizar inversiones, de alguna 
manera en competencia con quien hasta ahora GASEBA sólo ha realizado inversiones y está iniciando la etapa de explotación. 


Esa es un poco la realidad, no sólo diferente, sino en algún sentido contradictoria, de la legislación uruguaya con respecto a otras 
legislaciones de la región o del mundo. 


SEÑOR BORGES.- Para terminar este punto, quisiera agregar que aquí no existe solamente riesgo de inversiones, sino que 
también tenemos que considerar otro aspecto que tiene que ver con la forma en que se adquiere el gas, que es el verdadero riesgo 
de este negocio. 


Los contratos de gas y transporte se hacen en base a lo que se llama la cantidad máxima-día que se contrata. Cuando uno va al 
mercado -en este caso, el argentino- a contratar el gas y el transporte para traerlo al Uruguay, se contrata sobre la base de las 
cantidades máximas-día. Estas cantidades máximas-día representan la demanda que la distribuidora va a tener de sus clientes en 
el día de frío pico del año, que en principio está asociado al de la sensación climática más fría. Dado que estos contratos son de 
largo plazo, ello implica que hay que hacer previsiones, por lo menos con una anticipación que excede el año, respecto a la 
cantidad que va a ser solicitada, que depende de muchos factores, sobre todo de los niveles de riesgo. En una correcta estimación, 
se considera la etapa del negocio en que estemos, es decir, si nos encontramos al inicio o si ya tenemos un negocio maduro. 


Lo que aquí ocurre es que una distribuidora necesita un componente de clientes de consumo estable al año, que son dados 
básicamente por la industria y por otros mercados, como puede ser el de gas natural comprimido. El resto de los mercados tienen 
una modulación que implica una curva altamente acentuada en el invierno. En otras palabras, esto se maneja con los factores de 
carga; el factor de carga, como elemento del consumo medio sobre el consumo pico, está representando en el área de la curva, o 
sea, la integral de la curva. Un consumidor residencial, normalmente, con un desarrollo en tres usos, tiene un factor de carga de 


35%. Lo mismo sucede, en promedio -tal vez un poco más, pero no muy alejado- en el sector comercial, no así en la industria, que 
normalmente se maneja con factores de carga cercanos al 100%. 


Ahora bien; cuando se contrata, generalmente se contratan dos cosas: gas y transporte. El transporte implica, para los 365 días del 
año, el 100% de la capacidad máxima diaria demandada. Quiere decir que ya sea que se transporte o no se transporte nada, se 
paga, y si la curva ese año no llegó al pico de la cantidad máxima-día, igualmente se va a pagar. 


Convengamos asimismo en que la distribuidora debe cubrirse algo más de lo que se estima, porque realmente no sabe cuál va a 
ser el comportamiento que se va a tener el próximo año y nunca puede cortar a sus clientes que contratan al firme, sobre todo 
residenciales y comerciales. Eso es así en el transporte, porque el transporte es inversión y operación, y todo se prepara para 
transportar y operar en el día más frío del año. En el gas hay un componente, que es inversión, para que el productor de gas esté 
capacitado a dar el gas que demanda la distribuidora en el día más frío, pero también hay un componente de gas. Por esa razón 
allí generalmente no se paga el 100% de la capacidad máxima-día, sino un porcentaje estándar de un 70% u 80% en el mercado 
argentino, aunque algunas distribuidoras aceptan más en función de su estructura de consumo cuando tienen su mercado 
desarrollado. Vamos a citar un caso extremo. Si GASEBA solamente tuviera el mercado residencial, su clientela demandaría el 35% 
de la capacidad máxima-día, pero tendría que pagar, sí o sí, de acuerdo con los contratos, al productor de gas el 70%. Es decir que 
sería el doble del costo en gas para la distribuidora, mientras que, de acuerdo con el modelo desarrollado por la filosofía tarifaria 
recogida por el país -básicamente la del sistema argentino- en sus tarifas va a tener el costo del gas estrictamente consumido por 
el residencial. 


Entonces, de alguna manera es muy importante para la distribuidora que primero se desarrolle una estructura de consumo que le 
permita soportar la modalidad de contratación. De lo contrario, por una razón de ecuación económico-financiera de la concesión, va 
a tener que reconocer más costo de gas que el que directamente consume el cliente residencial. Es esencial que en esa estructura 
de costo esté contemplada una modalidad media de cómo tiene su clientela, normalmente, una distribuidora. Es un costo asociado 
al riesgo. Acá hay tema de riesgo de negocio, de inversiones y de contratación. La única manera de diversificar dicho riesgo es 
permitiendo que la distribuidora logre el desarrollo de su mercado. Después será cuestión de mantenerlo en una competencia 
abierta. Antes, es como decirle a la distribuidora que asuma el riesgo de todo el negocio, ya sea de la parte residencial o comercial, 
pero puede venir un "broker", un comercializador que incluso puede hasta operar el ramal, cuando para que una distribuidora pueda 
desarrollar su negocio se exigieron procesos de calificación internacional de operadores, etcétera, y después cualquier entidad 
puede estar operando redes o ramales. Es decir que con respecto a este tema, lo que ha sucedido en el mundo tiene su lógica y es 
lo que quería reafirmar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si tienen alguna propuesta o alguna aspiración concreta respecto de este tema. 


SEÑOR BORGES.- Hay una propuesta que redactamos en su momento y que presentamos ante la Comisión de Industria de la 
Cámara de Representantes. Específicamente, en ella se preveía elevar esta cantidad de 5.000 a 10.000 y establecer que la 
apertura al mercado se realizara una vez que al mismo salieran los combustibles líquidos, es decir, una regulación en forma 
igualitaria y pareja con el fuel oil. 


SEÑOR HEBER.- Es importante destacar si el planteo concreto es elevar esa cantidad para cubrir los costos de inversión -queda 
claro que es en función de eso, porque de lo contrario se podría "puentear" a la empresa inversora que absorbe el costo de llevar la 
red hasta la puerta de la industria y hacer el contrato directamente con los transportistas de argentina- de 5.000 a 10.000. 


Quisiera saber cómo es la legislación argentina al respecto. ¿Cuál es la normativa de otros países en cuanto a tener esto topeado 
como para garantizar este tipo de inversión? ¿Es en el mismo sentido en que lo pide la compañía? 


SEÑOR BORGES.- Luego de más de cincuenta años de desarrollo del mercado se procedió, sobre fines de los noventa, a un 
"open access" a los 10.000 metros. Según tengo entendido, ahora entraría a regir una norma -que hace unos meses estaba en 
audiencia pública- que preveía bajarlo a 5.000 metros. Quizás en la actualidad ya esté operativo. 


SEÑOR HEBER.- Eso sucedió luego de todo un proceso de red. 


SEÑOR BORGES.- Hace muchos años que casi toda la industria argentina utiliza el gas. Creo que son muy pocas las que no lo 
usan. Es más; podría decirse que el 99% de las industrias consumen gas. 


SEÑOR HEBER.- Aclaro que, en realidad, estoy reflexionando en voz alta. Según lo que entendí, la Argentina necesitó estos 
10.000 metros como para desarrollar la inversión necesaria en una ciudad como Buenos Aires, con una provincia notoriamente 
industrializada. Luego que se genera toda esa inversión y que se lleva el gas a las industrias, recién se está en condiciones de 
bajar a 5.000 metros cúbicos. 


SEÑOR BORGES.- Supongo que el tema de los 10.000 ó 5.000 metros fue una cuestión de negociación, o la visión de los 
reguladores en su momento. Cuando en la Argentina se llegó a los 10.000 metros, hacía más de diez años que la industria estaba 
básicamente abastecida a gas. Debemos tomar en consideración que se trata de un país muy gasificado; tan es así que su matriz 
energética marca una presencia del 50%, mientras que en el Uruguay el porcentaje es tan mínimo que no vale la pena 
mencionarlo. La idea es que al cabo de veinte años podamos ocupar una cifra cercana al 20% de la matriz energética, pero 
indudablemente estamos muy lejos de ello. 


SEÑOR HEBER.- Quisiera saber si se ha planteado el tema a nivel del Ministerio de Industria, Energía y Minería. ¿Qué respuesta 
obtuvieron de parte del Gobierno? 


SEÑOR BORGES.- Entendemos que hubo una concepción errónea. En general, las consultoras tienden a pensar en los escenarios 
futuros hacia donde deben ir los aspectos regulatorios en materia de energía. La recomendación de los organismos internacionales, 
como el Banco Mundial, etcétera -menciono esta institución porque más adelante voy a hacer un comentario al respecto- apuntan a 
la apertura de estos mercados. Es así que todas las consultoras que trabajan con estos organismos están orientadas en este 
sentido, y han tenido bastante influencia. 


Hace poco más de un año tuve una conversación con una experta, la señora Foster, sobre temas regulatorios del Banco Mundial, 
quien nos visitó durante una misión que estaba efectuando en el Uruguay. Al final de la entrevista reconoció que para un país como 
el nuestro, donde todo el sector energético -con excepción del gas- está bajo una orientación estatal y no hay desregulación en 
ningún otro aspecto, quizás hubiera sido equivocada la recomendación. Asimismo, manifestó que observaba que todos los riesgos 
los soportaba la distribuidora y que no contaba con una compensación en el desarrollo del mercado, que sí necesita para que el 
riesgo sea razonable frente al mercado que se le ofrece. Creo que lo que siempre ha faltado es el contacto con el área privada. 
Digo esto porque se han aprobado normas y decretos -como, por ejemplo, los sancionados en 1997, el artículo 63 del año pasado 
o el marco regulatorio que se hizo al respecto- que se elaboraron sin haber consultado al sector privado. Hemos podido notar que 
siempre ha habido una dificultad para hacer pesar los argumentos o hacer entender cómo es el negocio y qué riesgo tiene, lo que 
es muy importante sobre todo en este caso en el que estamos ante una distribuidora que ha tenido que hacer una inversión muy 
importante, más de U$S 35:000.000 en los últimos siete años. Hay que destacar que esta empresa ha tenido pérdidas muy 
considerables en millones de dólares, ha recibido aportes muy importantes de los accionistas y, a su vez, enfrenta un mercado en 
que las cosas no están claras y que refleja la situación por la que está atravesando el país. Todo esto atenta contra nuestros 
intentos de cerrar la ecuación económico-financiera en algún momento. Realmente creo que en nuestro país no se puede dar - 
como no puede darse en ninguna parte del mundo- un sistema regulatorio que admita que se dé una concesión cuando no hay 
fundamentos válidos para un negocio posible. En este caso, se habla de riesgos pero nunca de un negocio que cierre, por lo que 
estas cosas deben equilibrarse. 


Estas cosas no suceden en el mundo porque sí, y por eso vuelvo a insistir en que, quizás en el caso de la Argentina, hoy tenga su 
lógica desregular porque se verá si la consolidación que han tenido las distribuidoras tiene su razón o no. Creo que la industria se 
ha beneficiado enormemente con el hecho de que la distribuidora tuviera su reserva de mercado; sobre todo lo ha hecho la otra 
industria, la que está en medio del campo, lo que ocurre en nuestro país, ya que las grandes consumidoras están fuera de 
Montevideo, consumen más de 5.000 metros cúbicos-día y no tienen consumidores residenciales en sus áreas. Si bien una 
industria puede hacer un cambio, nos preguntamos si éste puede beneficiar a todo el sistema o brindar la posibilidad de acceso a 
otras industrias. También nos preguntamos si se va a brindar la posibilidad de que en esa zona el Plan de Ordenamiento Territorial 
pueda decir que allí pueden instalarse las industrias porque existirá una infraestructura para ella. 


SEÑOR HEBER.- Me parece que el señor Borges fue demasiado diplomático para decirme que no. Aquí se ha mencionado todo el 
tema de la regulación y se ha destacado la falta de consulta al respecto. También queda claro que no ha habido eco, porque 
supongo que han hablado de estos temas y si hoy están aquí es porque no han obtenido una respuesta de parte del Poder 
Ejecutivo. Destaco que estas afirmaciones son a título personal y no de parte del señor Borges o de GASEBA, y me parece que 
será importante conversar sobre el tema con las autoridades pertinentes. 


Cuando el Presidente de ANCAP concurrió a esta Comisión, nos dijo algo que realmente nos generó un alerta. Señaló que en la 
Argentina, debido a la situación de fijación y control de precios que se ha dado con el gas, que está liberado hacia la exportación 
pero no hacia el mercado interno, se habían detenido las exploraciones. Por lo tanto, las compañías generadoras, las que exploran 
y sacan el gas de sus yacimientos, habían detenido sus inversiones. En su momento, hizo referencia a una cifra que nos 
sorprendió. Si bien no pretendo ponerlos en la violencia de mencionar la cifra, me gustaría saber para cuántos años alcanzaría la 
reserva de gas explorado que tiene la Argentina. Quisiera saber si está planteado por cuánto tiempo podremos comprar gas a la 
Argentina, es decir, si existe algún límite como pueden ser cinco, diez o quince años. 


SEÑOR BORGES.- Vamos a tratar de plantear esto de una manera más clara. Ante todo, cabe acotar que, indudablemente, 
algunas expresiones no tienen ningún asidero y sí tienen otro tipo de intención. 


En estos momentos la Argentina produce 40:000.000 de metros cúbicos día y 140:000.000 de metros cúbicos día en pleno invierno, 
por lo que estamos hablando de un promedio de aproximadamente 90:000.000 de metros cúbicos día, lo cual significa un total de 
más de 20.000:000.000 al año. Para ejemplificar bien esto, hablemos de las reservas y de cómo se explotan. 


Concretamente, las reservas pueden clasificarse de la siguiente manera: comprobadas, las cuales, a su vez, se dividen en 
desarrolladas y no desarrolladas; probables y posibles. Hoy las reservas comprobadas desarrolladas están en el orden de los 
760.000 millones de metros cúbicos; esto representa más de veinte años de consumo o de producción actual de fácil acceso. Esas 
reservas ya están para utilizar, certificadas y declaradas por las propias empresas. Para lograr entrar en el sistema, pasan por 
auditorías internacionales de firmas cuyo nombre vale muchísimo, o sea que eso es inobjetable. Si a todo esto agregamos las 
reservas a desarrollar, más las probables y las posibles, obviamente, la cifra dada deberá multiplicarse varias veces, llegando a 
niveles enormes. Aclaro que estamos hablando de horizontes temporales que exceden la vida de nuestros hijos. De cualquier 
manera, siempre que conversamos con expertos, de aquí a treinta años se habla de desarrollos; es decir, hay un ciclo de vida de 
cada energía que cada vez se va acortando más. En este caso, el horizonte probable del ciclo de vida del petróleo sería más corto, 
tal vez el del gas natural sea más largo, pero a lo que se está haciendo referencia es al hecho de que aparecerán fuentes de 
energía alternativas, sobre todo ligadas al hidrógeno. Una de esas fuentes podría ser el gas natural dado que, básicamente, su 
mayor componente es metano. En definitiva, aparecerán otros tipos de energía que harán que esta sustitución se vaya dando, y tal 
vez las reservas que hoy existen permanezcan por más tiempo debido a la disminución de su uso dentro de la matriz energética 
mundial. 


SEÑOR HEBER.- Concretamente, me gustaría saber -a los efectos de que la Comisión disponga del dato- cuánto gas venden 
ustedes y Conecta, y cuánto gas tenemos que pagar por el contratado. 


SEÑOR BORGES.- Actualmente nuestro mercado, que en parte está abastecido por gas manufacturado, es del orden de los 
25:000.000 de metros cúbicos al año y pretendemos que se cuadruplique, es decir, que llegue a los 100:000.000 de metros 
cúbicos. Cuando logremos esto y tengamos acceso al mercado industrial, al GNC, etcétera, igualmente esta cifra seguirá siendo 
ridícula en el marco del contexto de la región del cono sur. O sea que estamos hablando de cifras insignificantes dentro del mundo 
del gas. 


SEÑOR HEBER.- Quisiera saber de cuánto es el contrato hecho por el Estado uruguayo para consumir. 


SEÑOR BORGES.- El Estado participa en partes muy pequeñas a través de ANCAP, pero GASEBA, en su contrato -este es el 
tema siguiente que queríamos considerar, aunque esta reunión se está extendiendo bastante- tiene la posibilidad de ir marcando su 


cantidad máxima por día, con algo más de un año de anticipación y, al respecto, preveíamos llegar dentro de unos diez años a una 
cifra cercana al millón de metros cúbicos por día como cantidad máxima. 


SEÑOR HEBER.- Creo que el Estado uruguayo y los altos intereses nacionales llevan a que toda la inversión que hemos hecho a 
través del gas tenga como consecuencia un desarrollo del gas. O sea, lo que importa es que esto sea realmente algo que se 
distribuya y que la industria y el consumo nacional sea una opción porque, de alguna manera, estamos obligados a consumir lo que 
hemos contratado y comprado, lo cual genera una obligación de desarrollo. Por eso me importaba saber cuáles son las metas. 
Entonces, si entendí bien, de 25:000.000 de metros cúbicos al año que aproximadamente tenemos hoy, se prevén 360:000.000 de 
metros cúbicos al año, es decir, un millón de metros cúbicos por día dentro de diez años. 


SEÑOR BORGES.- El millón de metros cúbicos por día es la capacidad diaria, y eso podría equivaler a 100:000.000 de metros 
cúbicos por año. No hay que olvidar que el millón de metros cúbicos corresponde al día más frío del año, y hay que tener en cuenta 
también el problema del factor de carga. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer un comentario con relación a este tema. Está claro que la Argentina es uno de los países 
con mayores reservas gasíferas en el continente, detrás de Venezuela, México y Bolivia, especialmente porque este último país 
tiene reservas de gas libre, es decir, no asociado a la producción de petróleo. Cuando se extrae petróleo sale gas y Venezuela y 
Argentina son muy ricas en eso, pero Bolivia lidera el gas libre en el continente. De todas formas, nosotros tenemos el beneficio de 
ser limítrofes con la Argentina que, como dije, es una de las principales reservas gasíferas del continente y, por otro, de que la 
Argentina está conectada al gas boliviano por el gasoducto que nace en Santa Cruz y que, además, fue el primero de América del 
Sur. En ese sentido, creo que el Uruguay tiene respaldo gasífero. 


Sí es cierto que las tarifas para la venta al mercado interno en la Argentina hace que las empresas, además de la crisis regional y 
de la crisis específica de aquél país, hayan retraído sus inversiones. Esto genera una alerta en el sector energético porque las 
inversiones en dicho sector siempre son hechas a largo plazo y no se trata, por ejemplo, de inversiones a cinco años. Es decir, las 
inversiones se hacen con anticipación, en forma progresiva y lo que no hay en este momento en la Argentina es una actividad de 
prospección y exploración que vaya aumentando las categorías en que dividía el señor Borges las reservas probables y posibles. 
Es decir que tenemos un alto nivel de reservas probadas. En cuanto a las probables, los estudios no se han continuado, y respecto 
a las posibles, no se han comenzado los estudios correspondientes. 


Esa es la incertidumbre que hoy está planteada en la Argentina. En la medida en que ese país vaya acomodando su situación 
económica, irá incrementando las tarifas y volviéndolas a precios competitivos en el plano internacional. Seguramente, eso va a 
volver a generar el interés de los inversores en un sector que hoy no les da tasa de retorno y que en el futuro próximo creo que se 
las dará nuevamente. Digo esto desde el punto de vista conceptual. 


Por otra parte, dejo en la Comisión una frase que no es mía, sino del jeque Khamani, el que fuera Ministro de Petróleo de Arabia 
Saudita y sobre el que en algún momento se dijo que era el zar del petróleo en el mundo: "La Edad de Piedra no se terminó por 
falta de piedra, sino por un avance tecnológico de la humanidad, que pasó a otra etapa de su historia. Lo mismo pasará algún día 
con el petróleo y, asimismo, con el gas". No se trata de falta de petróleo ni de gas, sino que entramos a otros insumos energéticos, 
es decir, a las llamadas energías alternativas y quizás a algunas hasta por descubrir. Hoy la "vedette" energética es el gas natural, 
pero no porque vaya a desaparecer el petróleo, como se había anunciado en la década del setenta con pronósticos de que en el 
año 2000 no habría una gota más. Todavía hay mucho petróleo en el mundo y se estima que lo habrá, por lo menos, por cincuenta 
O sesenta años más, según el consumo de hoy y las proyecciones de su incremento. 


He hecho estos comentarios para ubicar conceptualmente, desde mi punto de vista, los planteos muy interesantes que se están 
realizando. 


SEÑOR BORGES.- Tomo lo que ha dicho el señor Presidente de la Comisión -con lo que coincido totalmente- como introducción al 
segundo tema que vamos a plantear y que tiene que ver con el precio del gas y de su transporte en la Argentina. 


Simplemente, me gustaría agregar lo siguiente. Los indicadores de precios son muy importantes para toda la actividad económica. 
Indudablemente, eso está vinculado con las inversiones y el esfuerzo. No obstante ello, hay otros indicadores que dicen mucho. 


Debe tenerse presente que si bien el sector manifiesta ante las autoridades que no está invirtiendo, hay inversiones en desarrollo; 
por supuesto que no en los niveles del año 2000, que fueron sumamente extraordinarias ya que superaron, si no me equivoco, los 
U$S 4.000:000.000 en la Argentina. Estamos hablando de un sector -aclaro que cuando digo "sector" me refiero al petróleo y al 
gas- que ha sido de los más dinámicos. 


También quiero indicar que una parte significativa de la producción de gas está asociada a la exploración y producción de petróleo, 
cuyo precio ha tenido un indicador excelente en los últimos tiempos. Nos cuesta muchísimo, desgraciadamente, pero lo cierto es 
que cuando los precios exceden los U$S 18 el barril de petróleo, generan una catapulta de inversiones y parte de ellas también 
generan gas. 


Con respecto al otro indicador de la Argentina, cabe indicar que cualquier persona que conozca las grandes empresas que no están 
en ese país sabe que quieren acceder al mercado argentino. Hoy por hoy no se vende un pozo de petróleo ni de gas en la 
Argentina: es imposible adquirirlo. Ello es un indicador de que no ven mal el panorama del petróleo y del gas. 


Por lo tanto, podemos hacer muchas especulaciones en el Uruguay. No sé nada en cuanto a producción de gas ni de petróleo, pero 
el señor Presidente de la Comisión sabe mucho y lo veo confiado en que el gas no va a faltar, por lo que reafirma mi 
convencimiento. 


Me gustaría entrar, pues, al segundo punto, que es el tema del precio del gas. En el correr de 2001 tuvimos una actividad muy 
intensa dado que se había comenzado a construir el gasoducto para conformar nuestro contrato de adquisición de gas y de 
transporte en la Argentina. Cuando estábamos discutiendo las cláusulas, en los meses de setiembre, octubre y noviembre, ante 
una incipiente crisis financiera en la Argentina -aparte de la que ya existía- nos preocupamos muchísimo del tema del precio. Si 
bien los contratos son bastante estándar, hay varias modalidades en cuanto a las cláusulas de reajuste de precios. Muchos 


contratos internos en la Argentina vinculan el precio del gas a los precios del petróleo, a los del fuel oil en el mercado internacional 
y a otros indicadores similares. No obstante, como era previsible que ese país entrara en el rompimiento de su paridad y previendo 
que teníamos que lograr, sobre todo para la industria uruguaya, un precio que siempre tuviera competitividad frente a la industria 
argentina en lo que a energía se refiere -sabíamos que siempre ¡ba a haber un costo adicional de transporte hacia el Uruguay, pero 
no debía separarse demasiado- negociamos y obtuvimos una cláusula de ajuste, básicamente en función de precios internos de la 
Argentina que eran los que publicaba el Ente energético argentino como promedio de cuenca. Por más que al facturarse la 
exportación se lleva a dólares al tipo de cambio, nuestro precio estaba vinculado a precios oficiales en pesos argentinos, de forma 
de no separarnos de lo que normalmente adquirían las distribuidoras argentinas en el mercado interno. 


Sobre ese tema nosotros hicimos nuestros deberes, porque el gas llegaba en enero o febrero. En diciembre de 2001 firmamos el 
contrato, que recién empezó a operar en enero de este año por el atraso en el gasoducto. El día que firmamos el contrato, 
desgraciadamente para la Argentina, fue aquel en que comenzaba a desatarse la crisis. Esa fue la noche de la pseudo renuncia del 
Ministro Cavallo, y recuerdo que cuando volvíamos, en Aeroparque -la firma se llevó a cabo en la Argentina- había gran revuelo y 
se estaba dando una situación muy difícil en las calles. 


A fines de ese año o principios de enero de 2002 se creó el dólar comercial, y nosotros pensamos que eso iba a repercutir en un 
abaratamiento del gas también para los clientes uruguayos. Sin embargo, cuando el dólar superó los $ 2, temimos que eso no fuera 
tan así, porque nos imaginamos un escenario donde tal vez se entrara en un proceso como el ocurrido en 1988 ó 1989 en la 
Argentina, con una disparada de los precios internos y, por tanto, reajustes de las tarifas, lo que llevaría a que el gas no se apartara 
de lo que antes era una relación uno a uno. Finalmente eso no aconteció; el Gobierno argentino puso su pie fuerte sobre las tarifas 
internas y, por lo tanto, en el "netback" no hubo traslado hacia los precios del productor. Quiere decir que el productor seguía 
recibiendo su precio en pesos argentinos como antes, lo que significaba una suma muy inferior en dólares. Nos dimos cuenta de 
que era una situación insostenible y se comenzó a escuchar los primeros ruidos: noticias en revistas especializadas que hablaban 
de una negociación del sector petrolero con el Gobierno argentino que solicitaba anticipos de impuestos por varios miles de 
millones de dólares. Evidentemente, había una presión, pero también la había del sector petrolero; ¿pero a cambio de qué? En ese 
momento, se empezó a hablar de la dolarización de todas las tarifas de exportación únicamente. 


A partir de ese momento mantuvimos alertados a la Dirección Nacional de Energía y al Ministerio, porque entendíamos que se 
estaba armando algo en la Argentina, e intercambiamos información con bastante asiduidad. Pensábamos que algo iba a suceder y, 
por ello, el Uruguay necesitaba desarrollar una acción fuerte e inmediata sobre el tema. Creo que tuvimos dificultades para que se 
comprendiera realmente la importancia que esto tenía, nada más y nada menos, para un sector de tanta trascendencia para el país 
como es el de la energía. No hay que olvidar que finalmente, en agosto, este asunto se trasladó también al sector eléctrico. 


Precisamente, este problema que tanto temíamos se formalizó a través del Decreto N* 689, de 27 de abril de 2002, tal como figura 
en el Diario Oficial argentino. Dicha disposición implicaba que nosotros pagáramos el triple de lo que se pagaba en el mercado 
interno argentino. Actualmente la apreciación del peso argentino es de 2,9, pero esa relación, de alguna manera, la tenemos que 
facturar nosotros. 


Por otra parte, en ese sentido hemos promovido acciones y también mantuvimos contactos, pero daba la impresión de que el 
resultado de esto se supeditaba a la posible solución política de la Argentina. Asimismo, se produjo otro tipo de insucesos en las 
relaciones con ese país -como todos sabemos- que determinaron que hasta el día de hoy el tema del gas aún no se haya resuelto y 
continuemos sin tener un panorama claro de la forma en que este asunto va a concluir. Simultáneamente, nuestros tiempos, que 
eran diferentes a los de UTE, se están equiparando y, entonces, al convertirse este tema en prioritario también para ese Ente, 
ambas empresas se han acercado. De ese modo, podemos decir que vamos a afrontar con éxito el inicio de un proceso que, sin 
duda, el doctor Delpiazzo podrá aclarar mejor desde el punto de vista legal. 


SEÑOR DELPIAZZO.- En forma sintética, podemos decir que los contratos de compra y transporte de gas oportunamente 
celebrados por GASEBA con proveedores argentinos, prevén un mecanismo en virtud del cual, en caso de divergencia en materia 
de precios, la empresa compradora del gas -que en este caso es GASEBA- debe pagar el importe no controvertido y someterse al 
arbitraje de un sistema que plantea soluciones para los aspectos controvertidos. De manera que desde el momento en que 
GASEBA recibe las primeras facturas por venta de gas de sus proveedores argentinos, inmediatamente se pone en marcha el 
mecanismo previsto en el contrato, abonando sólo lo no controvertido, es decir, lo que surge de los precios en moneda argentina 
convertidos a dólares, como si no se hubiera dictado el Decreto N* 689/02. 


Ese mecanismo de solución de la controversia en el marco del contrato ha tenido los correspondientes intercambios y están en 
trámite las negociaciones que dicho contrato prevé, aunque todavía no se ha alcanzado solución alguna. Paralelamente, junto con 
UTE se está preparando una impugnación directa del Decreto N* 689/02 para ser presentada ante el Poder Ejecutivo de la 
República Argentina, que fue el que lo dictó. Asimismo, las empresas proveedoras de gas natural en el Uruguay, entienden que han 
sido víctimas de un tratamiento absolutamente discriminatorio por parte del Gobierno argentino, en el marco de las reglas 
consagradas en el ámbito del MERCOSUR, a partir del Tratado de Asunción. Cabe destacar que no solamente se previó en este 
Tratado la libre circulación de bienes, mercaderías, servicios, etcétera, sino que además el Gobierno uruguayo, cuando se 
avecinaba la realización en nuestro país de las importantísimas inversiones que suponía construir el gasoducto, tuvo la prudencia 
de sustituir toda la red montevideana. Digo esto porque es bueno tener presente que la red de gas de "cracking" que existe en parte 
de la ciudad de Montevideo no sirve para el transporte de gas natural dentro de la ciudad, por las distintas características técnicas 
que presenta el gas de "cracking" respecto al gas natural. De manera que, como es notorio, en este momento GASEBA está 
sustituyendo integralmente las cañerías en Montevideo y ya, en determinadas zonas de la ciudad, se brinda el servicio de 
suministro de gas con gas natural. 


Entonces, previendo todo esto, en el ámbito de los órganos del MERCOSUR, concretamente, en el Consejo del Mercado Común, el 
7 de diciembre de 1999 se aprobó un memorándum de entendimiento relativo a los intercambios gasíferos e integración gasífera 
entre los Estados parte del MERCOSUR. Esto es en función de esta resolución del Consejo del Mercado Común, que es el órgano 
máximo del MERCOSUR, de manera que por debajo de los tratados y protocolos constitutivos del MERCOSUR, que forman parte 
de lo que se llama el Derecho primario o Derecho Constitucional del MERCOSUR, en el ámbito del Derecho secundario o derivado, 
este es un acto de la máxima jerarquía, porque es un acto emanado del máximo órgano del proceso de integración. 


En esa decisión del Consejo del Mercado Común del 7 de diciembre de 1999 se estableció que los Estados se obligaban a 
fomentar la competitividad del mercado de producción de gas natural sin la imposición de políticas que pudieran alterar las 
condiciones normales de competencia, evitando prácticas discriminatorias con relación a los agentes de la demanda y la oferta de 
gas natural entre los Estados parte. Se obligaban también a asegurar que los precios y tarifas de los servicios asociados a la 
compra y venta de gas natural, tales como transporte, distribución y almacenaje, respondan en sus respectivos mercados a costos 
económicos sin discriminación entre usuarios de similares características y sin subsidios directos o indirectos que puedan afectar la 
competitividad de los bienes exportables y el libre comercio de los Estados parte. Se obligaban a permitir y respetar la realización 
de contratos de compra y venta libremente pactados entre vendedores y compradores de gas natural. Se obligaban también a no 
establecer restricción alguna al cumplimiento físico de los contratos de compra y venta, distintas a las establecidas para los 
contratos internos de la misma naturaleza. Y también se obligaron a proteger el derecho de los usuarios de gas natural contra 
prácticas monopólicas y oligopólicas y contra el abuso de posición dominante, así como también contra la baja calidad del servicio. 


En realidad, el Gobierno argentino incumplió todas estas obligaciones en un solo acto, al dictar el Decreto N* 689/02, porque al 
establecer un valor, como se acaba de señalar, tres veces superior para la exportación al Uruguay respecto al igual costo en el 
punto de arranque del gasoducto Cruz del Sur, estableció una evidente discriminación. Esta última no la realizó tanto con las dos 
empresas distribuidoras en el Uruguay, sino que básicamente lo hizo con los miles de usuarios del servicio que del lado uruguayo, a 
pocos kilómetros de la ciudad de Buenos Aires, pagan por el servicio de gas a cualquier nivel, ya sea doméstico, residencial o 
industrial, tarifas al menos tres veces superiores, cuando -bueno es señalarlo- en el momento en que se celebra el contrato de 
concesión entre el Estado uruguayo y GASEBA, la relación del precio del gas en la Argentina, respecto al del gas de "cracking" en 
Montevideo, era siete veces menor. En la actualidad el valor se ha triplicado hacia el lado uruguayo por estas normas 
discriminatorias. Además, esta disposición incide modificándolos en los contratos libremente celebrados entre las partes. En este 
momento, GASEBA y UTE entienden que habiéndose violentado por parte del Gobierno argentino las normas vigentes en el ámbito 
del Tratado de Asunción y sus protocolos modificativos, cabe la posibilidad de poner en marcha el mecanismo de solución de 
controversias previsto en el Protocolo de Brasilia del MERCOSUR. No obstante, como es sabido, el Protocolo de Brasilia arbitra un 
mecanismo para la solución de controversias entre los Estados parte del MERCOSUR. De manera que el esfuerzo de UTE y de 
GASEBA, hoy, está en convencer al Poder Ejecutivo de que esta es una causa noble, de manera que la haga propia. Ahora, si el 
Gobierno no hace propia esta causa, no puede usarse el Protocolo de Brasilia porque los particulares no tienen un medio de 
solución directa, no hay un medio de solución de controversias que permita ir directamente a los particulares contra un Estado en el 
ámbito del MERCOSUR. 


De manera que no solamente hay fundamentos vinculados a la modificación por el Gobierno argentino de la ecuación económico 
financiera del contrato de concesión celebrado entre el Estado uruguayo y los distribuidores de gas, sino que hay una violación 
clara de las normas constitutivas del Tratado de Asunción, de las normas específicas en materia de gas y también de las propias 
reglas pactadas libremente entre los proveedores de gas y las empresas distribuidoras compradoras del insumo para la realización 
de su actividad en el Uruguay. 


SEÑOR BORGES.- Quiero agregar que este no es un acto de maldad de la Argentina hacia nosotros, sino que tiene que ver con 
que ese país sabe que este es un mercado incipiente. Repito, creo que realmente no quisieron afectar al Uruguay con el Decreto N* 
689/02. Tal vez para ellos era difícil discriminar a Chile como socio del MERCOSUR pero quizás es lo que debieron haber hecho. El 
tema es que hoy la Argentina exporta 14:000.000 de metros cúbicos por día a Chile y ha construido cuatro gasoductos en estos 
pocos años. Estamos hablado de 1997 hacia acá y ese mercado se va a triplicar, incluso, en seis o siete años por las cifras que 
pude ver en la Comisión de Energía de Chile. 


Este tema tenía un fundamento en otro mercado, pero desgraciadamente nos comprendió en el momento de largada del proyecto, 
y si bien la norma era que no se podían actualizar las tarifas internas de la Argentina por una situación de emergencia, el Uruguay 
también vivió una situación parecida y en parte derivada de la situación de ese país. O sea que hay un grado de injusticia tal vez no 
querido por la Argentina, pero igualmente se logró. 


SEÑOR HEBER.- Quisiera saber si han hablado con el Poder Ejecutivo o si éste se ha negado a hacer la denuncia en el marco de 
la solución de las controversias que el MERCOSUR establece. ¿Por qué no lo ha hecho? ¿Por qué no defiende el consumo 
nacional? 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuáles son las gestiones que ha realizado la Cancillería con relación a este tema? 


SEÑOR BORGES.- La Cancillería ha coordinado algunas reuniones. En setiembre del año pasado hubo una en la Secretaría de 
Energía de la Argentina. Este aspecto nos ha preocupado sobremanera porque eso ocurrió con posterioridad al tema del decreto 
emitido por el Gobierno argentino en agosto; también llevó adelante una dolarización de las tarifas de exportación de electricidad, 
de potencia y que las hizo inclusive retroactivas. Esa dolarización con vigencia al 5 de enero, ha generado un problema importante 
para UTE, que ha solucionado en parte en base a otras gestiones. Sin embargo, en numerosas ocasiones hemos podido participar 
de esto; incluso dijimos que dábamos todo el apoyo legal al Ministerio sobre este tema, del cual se dijo que era de Estado a Estado. 
Entendemos que todas las reuniones que se han mantenido hasta el momento de Estado a Estado han terminado en promesas de 
consideración del tema, sin nada concreto detrás. 


De todas maneras, nosotros seguimos insistiendo en la posibilidad de participar abiertamente. Incluso, los integrantes de esa 
reunión de setiembre -mantenida creo que por el Director Nacional de Energía y alguna autoridad de la Cancillería que estuvo en la 
parte de coordinación; no sé si estuvo presente algún representante de una empresa pública- se encontraron con que al frente no 
sólo estaba el Secretario de Energía sino también representantes de todos los transportistas de empresas privadas, y 
representantes de todos los productores también de empresas privadas. Ahora bien, la versión de la Dirección de Energía es una, 
pero si nos atenemos a la del lado argentino, al Uruguay le fue muy mal. 


Hemos insistido en esta ansia de participar directamente y poder promover. En definitiva, actualmente decidimos conducirnos por 
nuestra cuenta, porque los hechos o los tiempos nos alcanzaron bastante rápidamente. Con respecto a UTE creo que vamos a 
actuar en forma conjunta y, dicho sea de paso, a ellos también los alcanzaron los tiempos. En consecuencia, estamos en una 
situación que nos va a encontrar unidos en la lucha. 


SEÑOR PETRISSANS.- Incluso, en los últimos cuarenta días, hubo una reunión del Ministro de Industria, Energía y Minería, que 
viajó a Buenos Aires, con el Director de Energía de la Argentina, señor Devoto, donde se analizó la situación. Concretamente, se 
manifestó la posibilidad de establecer un ajuste de un 20% sobre la tarifa, es decir algo totalmente ínfimo comparado con el 300%. 
Esta es la situación en que nos encontramos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El señor Devoto propuso al Ministro Bordaberry una reducción del 20% en el precio de venta del gas 
argentino al Uruguay? 


SEÑOR PETRISSANS.- Ello no está oficializado, sino que forma parte de una negociación. De todas maneras deja al país fuera de 
toda competencia. 


SEÑOR HEBER.- Simplemente quiero decir que esta información es muy importante. Cuando la Comisión recibe a una delegación 
generalmente hace preguntas, pero no es bueno que discutamos entre nosotros. En este sentido corresponde aclarar que tomamos 
debida nota de lo que se nos está informando. 


Nada más. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos ahora a la consideración del tercer tema, relativo al GNC. 


SEÑOR BORGES.- Para funcionar, el GNC necesita de tres elementos: la determinación de tarifa y carga tributaria, las normas 
técnicas y la habilitación de estaciones. 


Este tema estaba prácticamente delineado a comienzos del año pasado. En los meses previos a la llegada del gas natural, 
mediante una ley -que no recuerdo exactamente si fue la de Ajuste Fiscal o alguna otra- se determinó que la carga tributaria del 
gasoil sería la misma para el GNC, de modo que se establecía una norma de paridad entre las dos alternativas de combustible. 


Tras insistir con el tema de las normas técnicas, el Ministerio contrata un asesor que básicamente recoge las normas existentes en 
la Argentina -no había muchas posibilidades de hacer algo diferente pues este tema ha sido, en los últimos años, un éxito en ese 
país- las que se ponen a consideración de muchos actores. La Dirección Nacional de Energía citó a una reunión donde estuvieron 
presentes todas las distribuidoras de combustible, representantes de equipos y de posibles fabricantes de equipos, la Unión de 
Estacioneros y también Estacioneros, la Cámara del GNC y gente de la Intendencia. En definitiva, se trató de una reunión muy 
importante donde estaban presentes prácticamente todos los actores posibles. 


En esa oportunidad, se nos entregaron las normas técnicas -las que eran bastante pesadas, tenían más de 800 páginas- y se nos 
pidió que contestáramos en una semana, porque era muy urgente. Desgraciadamente, tuvimos que pedir diez días adicionales 
porque, como recién dije, se trataba de un plazo corto y debíamos estudiar más de 800 páginas. Nos preocupaban algunos 
aspectos, sobre todo el procedimiento para la habilitación de estaciones que parecía inviabilizar, en ese momento, la instalación, 
dada la cantidad de requerimientos, pasos y trámites burocráticos que implicaba. Además de eso -salvo alguna norma que ya había 
sido utilizada en la Argentina y que había sido tomada de la norma anterior, por lo que nos pareció que no se había actualizado 
demasiado el compendio- no habían demasiadas cosas para inventar. 


A mediados de mayo del año pasado, al Ministerio le fueron contestadas las normas técnicas en su totalidad, prontas para dictarse. 
O sea que se preveía que ese mercado, una vez que llegara el gas, se podría desarrollar rápidamente, lo cual había sido un 
compromiso del Ministerio, en aquella época. 


Cuando llega el gas, nos encontramos con que las normas técnicas no terminan de dictarse, ni tampoco el decreto sobre los 
niveles de tarifas; conste que la tarifa de la distribuidora a las estaciones está regulada y fijada y se actualiza habitualmente por el 
Ministerio, pero sin el lugar donde venderla. 


Este tema nos preocupa enormemente por ser un mercado que puede representar el 20% o 25% de las futuras ventas de GASEBA 
y por el contenido que les expresaba hoy respecto a la curva de consumo y a la importancia de tener mercados de factor de carga 
100%, para poder diversificar el alto riesgo que significa la modalidad de contratación. Más allá de eso y dentro de una óptica 
nacional, encontramos totalmente injustificado cómo viene discurriendo el tema. Se quiere hacer primar un principio de tributación 
de acuerdo con el combustible que desplaza, y si pensamos en el precio o en los tributos, ese no es el principio, sino cómo poner 
esta alternativa -después veremos con qué características y ventajas para el país- a disposición real del público, porque de lo 
contrario no va a existir. Es preciso saber que el actual proyecto, que ingresó al Parlamento antes de Semana Santa, representa la 
prohibición de su desarrollo porque desde el punto de vista económico se hace imposible, salvo que haya un exceso -que algunos 
lo tendremos- de valoración del medio ambiente. Es decir que dadas las actuales circunstancias del país, eso lo va a inviabilizar 
totalmente. 


El tema pasa porque el país tiene que dar señales de hacia dónde quiere orientar su parque automotor. Esto tiene que ver, una vez 
más, con la situación de asimetría que hoy señalaba, donde se encuentra GASEBA como empresa privada. Nosotros decimos que 
en algún momento nuestros ingresos representaban el 1% de los de ANCAP, es decir, una participación muy menor que no puede ir 
en desmedro de nadie. 


Hoy tenemos una ciudad que está contaminada, aunque no lo queramos reconocer y, además, ni siquiera está monitoreada en 
forma. Basta con estar en una parada de ómnibus o ver la humareda de los taxis para darse cuenta de ello. Queremos dejar 
constancia de que sabemos que el señor Intendente es una persona que valora la posibilidad de utilizar GNC en la ciudad. Esto lo 
ha demostrado en varias ocasiones. Por lo tanto, entendemos que debe existir esa posibilidad para orientar acciones en ese 
sentido. 


En el comienzo de los inviernos -en los dos últimos años fue muy notorio porque, incluso, salió en la prensa- sucede que durante 
una semana o diez días, cuando se encienden las calefacciones a fuel oil, hay olores generalizados en todo el centro de la ciudad. 
En algunas oportunidades eso ha creado suspicacias sobre su origen y la gente se preguntaba si era gas. Quienes estamos en 
este tema, sabíamos que no lo era porque el olor en el gas está dado por un producto específico que siempre es exactamente 
igual. Además, técnicamente es imposible que pueda haber un escape generalizado, al mismo tiempo, en toda la ciudad. Si bien 
nunca se dijo públicamente cuál era el motivo de ese olor, todos lo sabemos. Esa situación es muy preocupante y pensamos que 


se debe tomar en serio una vez que esté disponible la posibilidad de quemar otros combustibles. El tema del gasoil realmente nos 
inquieta. 


Entendemos que se ha hecho mucho ruido respecto de las implicancias que tendría el gas en la recaudación, pero a nuestro juicio 
no son exactas las cifras que se manejan ya que, incluso, en un principio la situación sería la inversa. Tres o cuatro economistas 
están trabajando a nivel de la Mesa Nacional del Gas Vehicular, quienes han analizado la incidencia del IVA, las cargas sociales y, 
en general, todo lo que va a estar atado al desarrollo del GNC. Ello permite decir que las cifras son diametralmente opuestas a las 
que se vaticinan por otro lado. En el largo plazo, habría que ver cuál es la penetración real del GNC. Al respecto se han manejado 
volúmenes imposibles de alcanzar. A fin de que los señores Senadores puedan entender cabalmente lo que quiero decir, voy a citar 
el ejemplo de la Argentina, donde es un éxito la utilización de GNC. En los dieciocho años de existencia de este producto -o si se 
quiere en los últimos quince, pues en los tres primeros el desarrollo fue sumamente lento- el porcentaje de penetración ha sido muy 
importante. De todas maneras, no estamos seguros de las cifras, porque la Embajada Argentina habla de un 8% y la prensa de un 
12% o 13%. Ello significa que la penetración no ha sido mayor al seis por mil por año. 


Por su parte, en el Brasil, luego de tres años de fuerte desarrollo, el porcentaje se ubica en el 1,3% de la flota de las áreas donde 
se utiliza el GNC, pero no de todo el Brasil. En tal sentido, estaríamos hablando de algo menos del 0,5 %. 


En definitiva, según los pronósticos que se han hecho, el Uruguay lograría el desarrollo de la Argentina en un año, lo que es 
imposible de imaginar. Nosotros pensamos que sería un éxito alcanzar el cinco por mil por año en nuestro país. Evidentemente, 
eso también dependerá de algunas normas que se puedan dictar sobre sustitución de taxis, a qué ritmo y con qué combustible. Se 
trata de medidas que habría que tomar una vez que esto se convierta en realidad. Concretamente, pensamos que es una 
alternativa ecológica y necesaria que hay que dar. 


Otro aspecto que no se está considerando es el vinculado a la expansión a que puede llegar la base tributaria. Digo esto, porque 
vehículos que ahora están fuera de circulación comenzarán a andar nuevamente. 


Por otro lado, hay algo que nos llama la atención cuando tenemos una conjunción entre los Ministerios de Industria, Energía y 
Minería y el de Turismo, que es, precisamente, cómo este tema está afectando al turismo. En este momento se está desarrollando 
un proyecto llamado "Ruta Azul", que ya existe en Europa, elaborado por las Cámaras de GNC de Chile, Argentina y Brasil, que 
buscan unirse para lograr dicha ruta. Esa "Ruta Azul", que permitiría ir desde Santiago de Chile hasta más arriba de Río de Janeiro 
utilizando GNC, está siendo diseñada de tal manera que pasaría por Uruguayana, por el litoral argentino, yendo directamente hacia 
Porto Alegre, porque en esas zonas no existe ninguna prohibición. Hay que tener en cuenta que solamente en la Argentina habría 
890.000 coches a GNC, los que pertenecen mayormente a la clase media y media alta y que hoy no tienen como opción llegar al 
Uruguay. Cualquier porcentaje o combinación que se pueda hacer para calcular el aporte que pueden hacer dos, tres o cuatro 
personas que llegan en un vehículo, estimando que gasten aproximadamente U$S 15, U$S 20 o U$S 30 durante los días en que 
estén en nuestro país, implica decenas de millones de dólares que hoy no ingresan a nuestro país. Esto es una realidad. 


Siempre que vamos a Buenos Aires -lo hacemos una vez por mes o cada dos meses para discutir los contratos- y subimos a un taxi 
-que por supuesto funciona a GNC, como todos los taxis o remises- le preguntamos al taxista si viaja al Uruguay y nos responden 
que les es prohibitivo porque tendrían que hacerlo con nafta. Por lo tanto, para esa gente hay una imposibilidad total de venir y 
terminan yendo al litoral argentino a pasar sus vacaciones. Quiere decir que una cantidad de personas -por supuesto en un 
determinado porcentaje, porque no voy a decir que todos son pro Uruguay- no pueden tener como destino nuestro país. 


Me gustaría relatarles el caso de un proveedor de caños que vino de la Argentina por un día. Cuando bajó de Buquebús, tomó un 
taxi y vio que tenía impreso el logo de "Uruguay Natural". Al llegar a la oficina nos comentó que no podía entender que utilizáramos 
esa identificación de "Uruguay Natural" cuando los vehículos funcionan a gasoil. Esto nos lleva a reflexionar que estamos 
planteando una marca, "Uruguay Natural", que los uruguayos hemos adoptado -no sé lo que sucede con nuestros vecinos- aunque 
creo que no nos hemos preguntado aún qué hemos hecho para darle contenido. Sin embargo, más allá de que está claro que en 
nuestro país las vacas normalmente comen pasto -aunque ya hay algunas que comen ración- y que estamos en un litoral marítimo 
en el que hacia el Este existe poca polución, creemos que la marca no tiene otro contenido. Entendemos que el gas natural abre la 
posibilidad de hacer otras cosas. 


Creo que se está dando una discusión basada en números que realmente no afectarán los intereses de nadie, pero que limitan 
fuertemente las posibilidades de desarrollo del gas natural y, por supuesto, del proyecto de GASEBA. Nuestra empresa sigue 
asumiendo todos los riesgos de inversión, pero todavía hay una parte del mercado que no se le habilita. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la delegación de GASEBA ya que ha aportado información muy útil. 
Seguramente, esta Comisión tomará contacto con otros organismos del Estado para completar la información que nos han 
brindado y no descarto que podamos tener futuros encuentros en un corto plazo. 


SEÑOR PETRISSANS.- Les damos las gracias por habernos recibido y por supuesto estamos a su disposición para seguir 
intercambiando opiniones, porque creemos que este tema no se termina aquí. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Así se hace. Es la hora 12 y 44 minutos) 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


